PROYECTO DE COMUNICACIÓN

  La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Ministerio de Gobierno de la Provincia, a través de la Dirección de Asuntos Jurídicos, dictamine a favor de lo planteado por el Consejo de Ingeniería Agronómica de Santa Fe (CIASFE), en el expediente Nº 00201-0081943-4

Sr. Presidente:

  En ejercicio de la facultad de poder de policía, la Provincia de Santa Fe creó mediante Ley Nº 10.780 el Consejo de Ingeniería Agronómica de Santa Fe (CIASFE), persona de derecho privado en ejercicio de funciones estatales, al que “invistió” con el poder de controlar el ejercicio de las ciencias agronómicas y el gobierno de la matrícula en el ámbito de la Provincia.

  En esta inteligencia la Ley Nº 10.780, a través de su reglamentación por decreto 1551/94, establece el carácter obligatorio de la matriculación en el CIASFE de toda persona que posea “título habilitante de Ingeniero Agrónomo” y que ejerza actos propios de la profesión en el territorio de la Provincia, ya sea como “ejercicio independiente”, “ejercicio en relación de empleo público” o “ejercicio en relación de dependencia”.

  En este contexto, la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, se hace eco del pedido de la Federación Argentina de Ingeniería Agronómica (FADIA), de no avasallamiento del poder de policía, no delegado por las Provincias a la Nación, en cuanto al control de matrícula de las profesiones universitarias, en particular, en este caso, el de la ingeniería agronómica.

  Nada más incorrecto que afirmar como lo sostiene el Consejo Profesional de la Ingeniería Agronómica (CPIA), que es titular de una jurisdicción nacional simultánea y yuxtapuesta con la de los Colegios de los Estados Provinciales, nucleados en la FADIA, que son mayoritarios en nuestro país y representantes de Provincias como Santa Fe, Córdoba, Buenos Aires, Entre Ríos, La Pampa, Salta, entre otras, que no han arribado a ninguna coincidencia negociada con el CPIA, ni se encuentran en tratativas de naturaleza alguna con dicha institución, que desconozca el ejercicio del poder de policía no delegado que detentan y del cual es reflejo el sistema republicano y federal que sostiene a nuestra organización nacional.

Dicho planteo, no sólo respeta la letra de la Constitución Nacional, sino también al sistema de colegiación obligatoria impuesto desde hace 70 años en el país, contrariamente a lo pretendido por el CPIA, que busca ejercer en forma indebida un poder que no tiene y una exacción ilegal a los profesionales. 

Se encuentra un verdadero perjuicio en la afectación que se realiza con medidas cautelares, sobre el patrimonio de profesionales que no guardan relación alguna con el CPIA y que no pueden tenerla porque dicho Consejo carece de atribuciones constitucionales y legales sobre la actividad profesional de aquellos, como se ha señalado en diversos fallos judiciales, diciendo que es inaplicable el decreto ley nacional 6070/58 a los ingenieros agrónomos que se desempeñan en la Provincias argentinas, amén de fallos y dictámenes fiscales, que también se han pronunciado por la inconstitucionalidad de las presuntas facultades del CPIA.

Esta afectación perturba no sólo el derecho de propiedad, sino también a otros derechos garantizados constitucionalmente, como el de trabajar, de ejercer la profesión y de comerciar. Se desconoce, de esta manera, la libertad de los profesionales de la ingeniería agronómica por parte de una institución que, paradójicamente, dice defender sus intereses.

Luego de la reforma constitucional del año 1994, la jurisdicción nacional del CPIA, por imperio en particular de los arts. 75 inc. 30, 121, 125 y 129, se ha reducido al ámbito espacial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme también al art. 129 de la Constitución Nacional y art. 80 y cláusula transitoria 18º de la constitución o estatuto de dicha ciudad.

Coadyuva a esta apreciación la estrecha relación que existe actualmente entre los Colegios, Consejos y Asociaciones Profesionales y las Cajas de Jubilaciones o seguridad social de profesiones universitarias, ya que los profesionales matriculados en las instituciones locales están obligados a aportar a los Sistemas Previsionales Provinciales (art. 125 CN).

Por los motivos expuestos solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

